
II. Disposiciones constitucionales y legales relevantes sobre el

 contencioso electoral y calificación de elecciones en España

A. CONSTITUCION

TITULO PRELIMINAR

Artículo 6

Los partidos políticos expresan el pluralismo político, concurren a la formación y manifestación de la voluntad

popular y son instrumento fundamental para la participación política. Su creación y el ejercicio de su actividad

son libres dentro del respeto a la Constitución y a la ley. Su estructura interna y funcionamiento deberán ser

democráticos.

Artículo 9

1. Los ciudadanos y los poderes públicos están sujetos a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico.

2. Corresponde a los poderes públicos promover las condiciones para que la libertad y la igualdad del individuo

y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas; remover los obstáculos que impidan o dificulten su

plenitud y facilitar la participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica, cultural y social.

3. La Constitución garantiza el principio de legalidad, la jerarquía normativa, la publicidad de las normas, la

irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales, la

seguridad jurídica, la responsabilidad y la interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos.

TITULO I

De los Derechos y Deberes Fundamentales

CAPITULO SEGUNDO

Derechos y libertades

SECCION I

De los Derechos Fundamentales y de las Libertades Públicas

Artículo 23

1. Los ciudadanos tienen el derecho de participar en los asuntos públicos, directamente o por medio de

representantes, libremente elegidos en elecciones periódicas por sufragio universal.

2. Asimismo, tienen derecho a acceder en condiciones de igualdad a las funciones y cargos públicos, con los

requisitos que señalen las leyes.

CAPITULO TERCERO

De los principios rectores de política social y económica

Articulo 48

Los poderes públicos promoverán las condiciones para la participación libre y eficaz de la juventud en el

desarrollo político, social, económico y cultural.



TITULO II

De la Corona

Artículo 62

Corresponde al Rey:

a) Sancionar y promulgar las leyes;

b) Convocar y disolver las Cortes Generales y convocar elecciones en los términos previstos en la Constitu-

ción;

c) Convocar a referéndum en los casos previstos en la Constitución;

d) Proponer el candidato a Presidente del Gobierno y, en su caso, nombrarlo, así como poner fin a sus

funciones en los términos previstos en la Constitución;

e) Nombrar y separar a los miembros del Gobierno, a propuesta de su Presidente;

f) Expedir los decretos acordados en el Consejo de Ministros, conferir los empleos civiles y militares y

conceder honores y distinciones con arreglo a las leyes;

g) Ser informado de los asuntos de Estado y presidir, a estos efectos, las sesiones del Consejo de Ministros,

cuando lo estime oportuno, a petición del Presidente del Gobierno;

h) El mando supremo de las Fuerzas Armadas;

i) Ejercer el derecho de gracia con arreglo a la ley, que no podrá autorizar indultos generales, y

j) El Alto Patronazgo de las Reales Academias.

Artículo 64

1. Los actos del rey serán refrendados por el Presidente del Gobierno y, en su caso, por los Ministros

competentes. La propuesta y el nombramiento del Presidente del Gobierno, y la disolución prevista en el

articulo 99, serán refrendados por el Presidente del Congreso.

2. De los actos del Rey serán responsables las personas que los refrenden.

TITULO III

De las Cortes Generales

CAPITULO PRIMERO

De las cámaras

Artículo 66

1. Las Cortes Generales representan al pueblo español y están formadas por el Congreso de los Diputados y el

Senado.

2. Las Cortes Generales ejercen la potestad legislativa del Estado, aprueban sus Presupuestos, controlan la

acción del Gobierno y tienen las demás competencias que les atribuya la Constitución.

3. Las Cortes Generales son inviolables.



Artículo 68

1. El Congreso se compone de un mínimo de 300 y un máximo de 400 Diputados, elegidos por sufragio

universal, libre, igual, directo y secreto, en los términos que establezca la ley.

2. La circunscripción electoral en la provincia. Las poblaciones de Ceuta y Melilla estarán representadas cada

una de ellas por un Diputado. La ley distribuirá el número total de Diputados, asignando una representación

mínima inicial a cada circunscripción y distribuyendo los demás en proporción a la población.

3. La elección se verificará en cada circunscripción atendiendo a criterios de representación proporcional.

4. El Congreso es elegido por cuatro años. El mandato de los Diputados termina cuatro años después de su

elección o el día de la disolución de la Cámara.

5. Son electores y elegibles todos los españoles que estén en pleno uso de sus derechos políticos.

La ley reconocerá y el Estado facilitará el ejercicio del derecho del sufragio a los españoles que se encuentren

fuera del territorio de España.

6. Las elecciones tendrán lugar entre los treinta días y sesenta días desde la terminación del mandato. El Congreso

electo deberá ser convocado dentro de los veinticinco días siguientes a la celebración de las elecciones.

Artículo 69

1. El Senado es la Cámara de representación territorial.

2. En cada provincia se elegirán cuatro Senadores por sufragio universal, libre, igual, directo y secreto por los

votantes de cada una de ellas, en los términos que señale una ley orgánica.

3. En las provincias insulares, cada isla o agrupación de ellas, con Cabildo o Consejo Insular, constituirá una

circunscripción a efectos de elección de Senadores, correspondiendo tres a cada una de las islas mayores-Gran

Canaria, Mallorca y Tenerife-y uno a cada una de las siguientes islas o agrupaciones: Ibiza-Formentera,

Menorca, Fuenteventura, Gomera, Hierro, Lanzarote y La Palma.

4. Las poblaciones de Ceuta y Melilla elegirán cada una de ellas dos Senadores.

5. Las Comunidades Autónomas designarán además un Senador y otro más por cada millón de habitantes de

su respectivo territorio. La designación corresponderá a la Asamblea Legislativa o, en su defecto, al órgano

colegiado superior de la Comunidad Autónoma, de acuerdo con lo que establezcan los Estatutos, que asegura-

rán, en todo caso, la adecuada representación proporcional.

6. El Senado es elegido por cuatro anos. El mandato de los Senadores termina cuatro años después de su

elección o el día de la disolución de la Cámara.

Artículo 70

1. La ley electoral determinará las causas de inelegibilidad e incompatibilidad de los Diputados y Senadores,

que comprenderán en todo caso:

a) A los componentes del Tribunal Constitucional;

b) A los altos cargos de la Administración del Estado que determine la ley, con la excepción de los miembros

del Gobierno;

c) Al Defensor del Pueblo;



d) A los Magistrados, Jueces y Fiscales en activo;

e) A los militares profesionales y miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y Policía en activo, y

f) A los miembros de las Juntas Electorales.

2. La validez de las actas y credenciales de los miembros de ambas cámaras estará sometida al control judicial,

en los términos que establezca la ley electoral.

TITULO VII

Economía y Hacienda

Artículo 129

1. La ley establecerá las formas de participación de los interesados en la Seguridad Social y en la actividad de

organismos públicos, cuya función afecte directamente a la calidad de la vida o al bienestar general.

2. Los poderes públicos promoverán eficazmente las diversas formas de participación en la empresa y fomen-

tarán, mediante una legislación adecuada, las sociedades cooperativas. También establecerán los medios que

faciliten el acceso de los trabajadores a la propiedad de los medios de producción.

TITULO IX

Del Tribunal Constitucional

Artículo 161

1. El Tribunal Constitucional tiene jurisdicción en todo el territorio español y es competente para conocer:

a) Del recurso de inconstitucionalidad contra leyes y disposiciones normativas con fuerza de ley. La declara-

ción de inconstitucionalidad de una norma jurídica con rango de ley, interpretada por la jurisprudencia, afecta-

rá a ésta, si bien la sentencia o sentencias recaídas no perderán el valor de cosa juzgada;

b) Del recurso de amparo por violación de los derechos y libertades referidos en el artículo 53. 2, de esta

Constitución, en los casos y formas que la ley establezca;

c) De los conflictos de competencia entre el Estado y las Comunidades Autónomas o de los de éstas entre sí, y

d) De las demás materias que le atribuyan la Constitución o las leyes orgánicas.

2. El Gobierno podrá impugnar ante el Tribunal Constitucional las disposiciones y resoluciones adoptadas por los

órganos de las Comunidades Autónomas. La impugnación producirá la suspensión de la disposición o resolución

recurrida, pero el Tribunal, en su caso, deberá ratificarla o levantarla en un plazo no superior a cinco meses.

Artículo 162

1. Están legitimados:

a) Para interponer el recurso de inconstitucionalidad, el Presidente del Gobierno, el Defensor del Pueblo, 50

Diputados, 50 Senadores, los órganos colegiados ejecutivos de las Comunidades Autónomas y, en su caso, las

Asambleas de las mismas, y

b) Para interponer el recurso de amparo, toda persona natural o jurídica que invoque un interés legítimo, así

como el Defensor del Pueblo y el Ministerio Fiscal.

2. En los demás casos, la ley orgánica determinará las personas y órganos legitimados.



B. LEY ORGANICA DEL REGIMEN ELECTORAL GENERAL

TITULO PRIMERO

Disposiciones comunes para las Elecciones por Sufragio Universal Directo

CAPITULO III

Administración Electoral

SECCION I

Juntas Electorales

Artículo 8

1. La Administración electoral tiene por finalidad garantizar en los términos de la presente Ley la transparencia

y objetividad del proceso electoral y del principio de igualdad.

2. Integran la Administración Electoral las Juntas Electorales, Central, Provincial, de Zona y, en su caso, de

Comunidad Autónoma, así como las Mesas Electorales.

3. La Junta Electoral Central tiene su sede en Madrid, las Provinciales en las capitales de provincia, y las de

Zona en las localidades cabeza de los partidos judiciales aludidos en el apartado 6.

4. Las Juntas de Zona de Ceuta y Melilla acumulan en sus respectivos distritos las funciones correspondientes

a las Juntas Electorales Provinciales.

5. Las Juntas celebran sus sesiones en sus propios locales y, en su defecto, en aquellos donde ejercen sus

cargos los respectivos Secretarios.

6. A los efectos de la presente Ley los partidos judiciales coinciden con los de las Elecciones Locales de 1979.

Artículo 9

1. La Junta Electoral Central es un órgano permanente y está compuesta por:

a) Ocho Vocales Magistrados del Tribunal Supremo, designados mediante insaculación por el Consejo General

del Poder Judicial, y

b) Cinco Vocales Catedráticos de Derecho o de Ciencias Políticas y de Sociología, en activo, designados a

propuesta conjunta de los partidos, federaciones, coaliciones o agrupaciones de electores con representación

en el Congreso de los Diputados.

2. Las designaciones a que se refiere el número anterior deben realizarse en los noventa días siguientes a la

sesión constitutiva del Congreso de los Diputados. Cuando la propuesta de las personas previstas en el aparta-

do 1.b) no tenga lugar en dicho plazo, la Mesa del Congreso de los Diputados, oídos los grupos políticos

presentes en la Cámara, procede a su designación, en consideración a la representación existente en la misma.

3. Los vocales designados serán nombrados por Real Decreto y continuarán en su mandato hasta la toma de

posesión de la nueva Junta Electoral Central, al inicio de la siguiente Legislatura.

4. Los Vocales eligen, de entre los de origen judicial, al Presidente y Vicepresidente de la Junta en la sesión

constitutiva que se celebrará a convocatoria del Secretario.

5. El Presidente de la Junta Electoral Central estará exclusivamente dedicado a las funciones propias de la

Junta Electoral desde la convocatoria de un proceso electoral hasta la proclamación de electos y, en su caso,



hasta la ejecución de las sentencias de los procedimientos contenciosos, incluido el recurso de amparo previsto

en el artículo 114.2 de la presente Ley, a los que haya dado lugar el proceso electoral. A estos efectos, el

Consejo General del Poder Judicial proveerá las medidas oportunas.

6. El Secretario de la Junta Electoral Central es el Secretario General del Congreso de los Diputados.

Artículo 10

La Junta Electoral Provincial está compuesta por:

a) Tres Vocales, Magistrados de la Audiencia Provincial correspondiente, designados mediante insaculación por el

Consejo General del Poder Judicial. Cuando no hubiere en la Audiencia de que se trate el número de Magistrados

suficiente se designará a titulares de órganos jurisdiccionales unipersonales de la capital de la Provincia, y

b) Dos Vocales nombrados por la Junta Electoral Central entre Catedráticos y Profesores Titulares de Derecho

o de Ciencias Políticas y de Sociología o juristas de reconocido prestigio residentes en la provincia. La designa-

ción de estos Vocales tendrá lugar una vez proclamadas las candidaturas. A este fin, los representantes de las

candidaturas presentadas en el distrito propondrán conjuntamente las personas que hayan de desempeñar

estos cargos. Si dicha propuesta no tiene lugar antes del comienzo de la campaña electoral, la Junta Electoral

Central procede a su nombramiento.

2. Los Vocales mencionados en el apartada 1.a) de este artículo elegirán de entre ellos al Presidente de la Junta.

3. Los Presidentes de la Juntas Electorales Provinciales estarán exclusivamente dedicados a las funciones propias

de sus respectivas Juntas Electorales desde la convocatoria de un proceso electoral hasta la proclamación de

electos y, en su caso, hasta la ejecución de las sentencias de los procedimientos contenciosos, incluido el recurso

de amparo previsto en el artículo 114.2 de la presente Ley, a los que haya dado lugar el proceso electoral en sus

correspondientes circunscripciones, entendiéndose prorrogado, si a ello hubiere lugar, el plazo previsto en el

artículo 15.2 de esta Ley. A estos efectos el Consejo General de Poder Judicial proveerá las medidas oportunas.

4. El Secretario de la Junta Provincial es el Secretario de la Audiencia respectiva, y si hubiere varios el más

antiguo.

Artículo 11

1. La Junta Electoral de Zona está compuesta por:

a) Tres Vocales, Jueces de Primera Instancia o Instrucción designados mediante insaculación por la Sala de

Gobierno del Tribunal Superior de Justicia respectivo. Cuando no hubiere en el partido de que se trate el

número suficiente de Jueces, se designará por insaculación a Jueces de Paz del mismo partido judicial, y

b) Dos Vocales designados por la Junta Electoral Provincial, entre Licenciados en Derecho o en Ciencias

Políticas y en Sociología, residentes en el partido judicial. La designación de estos vocales tendrá lugar una vez

proclamadas las candidaturas. A este fin, los representantes de las candidaturas presentadas en el distrito

electoral correspondiente propondrán conjuntamente las personas que hayan de desempeñar estos cargos.

Cuando la propuesta no tenga lugar antes del comienzo de la campaña electoral, la Junta Electoral Provincial

procede a su nombramiento.

2. Los Vocales mencionados en el apartado 1.a) de este artículo eligen de entre ellos al Presidente de la Junta

Electoral de Zona.

3. El Secretario de la Junta Electoral de Zona es el Secretario del Juzgado de Primera Instancia correspondien-

te y, si hubiera varios, el del Juzgado Decano.

4. Los Secretarios de los Ayuntamientos son Delegados de las Juntas Electorales de Zona y actúan bajo la

estricta dependencia de las mismas.



Artículo 19

1. Además de las competencias expresamente mencionadas en esta Ley, corresponde a la Junta Electoral

Central:

a) Dirigir y supervisar la actuación de la oficina del Censo Electoral;

b) Cursar instrucciones de obligado cumplimiento a las Juntas Electorales Provinciales y, en su caso, de

Comunidad Autónoma, en cualquier materia electoral;

c) Resolver con carácter vinculante las consultas que le eleven las Juntas Provinciales y, en su caso, las de

Comunidad Autónoma;

d) Revocar de oficio en cualquier tiempo o, a instancia de parte interesada, dentro de los plazos previstos en el

artículo 21 de esta Ley, las decisiones de las Juntas Electorales Provinciales y, en su caso, de Comunidad Autónoma,

cuando se opongan a la interpretación de la normativa electoral realizada por la Junta Electoral Central;

e) Unificar los criterios interpretativos de las Juntas Electorales Provinciales y, en su caso, de Comunidad

Autónoma en la aplicación de la normativa electoral;

f) Aprobar a propuesta de la Administración del Estado o de las Administraciones de las Comunidades Autóno-

mas los modelos de actas de constitución de Mesas Electorales, de escrutinio, de sesión, de escrutinio general

y de proclamación de electos. Tales modelos deberán permitir la expedición instantánea de copias de las actas,

mediante documentos autocopiativos u otros procedimientos análogos;

g) Resolver las quejas, reclamaciones y recursos que se le dirijan de acuerdo con la presente ley o con

cualquier otra disposición que le atribuya esa competencia;

h) Ejercer potestad disciplinaria sobre todas las personas que intervengan con carácter oficial en las operacio-

nes electorales;

i) Corregir las infracciones que se produzcan en el proceso electoral siempre que no sean constitutivas de delito

e imponer multas hasta la cuantía máxima prevista en esta Ley, y

j) Expedir las credenciales a los Diputados, Senadores, Consejales, Diputados Provinciales y Consejeros

Insulares en caso de vacante por fallecimiento, incapacidad o renuncia, una vez finalizado el mandato de las

Juntas Electorales Provinciales y de Zona.

2. Además de las competencias expresamente mencionadas en esta Ley, corresponden, dentro de su ámbito

territorial, a las Juntas Provinciales y de Zona las atribuidas a la Junta Electoral Central por los párrafos g) y h)

e i) del número anterior. La competencia en materia de imposición de multas se entiende limitada a la cuantía

máxima de cien mil pesetas para las Juntas Provinciales y de cincuenta mil para las de Zona.

3. Las Juntas Electorales Provinciales, atendiendo siempre al superior criterio de la Junta Electoral Central,

podrán además:

a) Cursar instrucciones de obligado cumplimiento a las Juntas Electorales de Zona en cualquier materia electoral;

b) Resolver en forma vinculante las consultas que le eleven las Juntas Electorales de Zona;

c) Revocar de oficio en cualquier tiempo o, a instancia de parte interesada, dentro de los plazos previstos en el

artículo 21 de esta Ley, las decisiones de las Juntas Electorales de Zona cuando se opongan a la interpretación

realizada por la Junta Electoral Provincial, y

d) Unificar los criterios interpretativos de las Juntas Electorales de Zona en cualquier materia electoral.



4. La Junta Electoral de Zona garantizará la existencia en cada Mesa Electoral de los medios a que se refiere el

artículo 81 de esta Ley.

5. En caso de impago de las multas a que se refiere el presente artículo, la Junta Electoral correspondiente

remitirá al órgano competente del Ministerio de Economía y Hacienda certificación del descubierto para

exacción de la multa por la vía de apremio.

Artículo 21

1. Fuera de los casos en que esta Ley prevea un procedimiento específico de revisión judicial, los acuerdos de

las Juntas Provinciales, de Zona y, en su caso, de Comunidad Autónoma, son recurribles ante la Junta de

superior categoría, que debe resolver en el plazo de cinco días a contar desde la interposición del recurso.

2. La interposición tendrá lugar dentro de las veinticuatro horas siguientes a la notificación del acuerdo y ante

la Junta que lo hubiera dictado, la cual, con su informe, ha de remitir el expediente en el plazo de cuarenta y

ocho horas a la Junta que deba resolver. Contra la resolución judicial de esta última no cabe recurso adminis-

trativo o judicial alguno.

SECCION II

Las Mesas y Secciones Electorales

Artículo 23

1. Las circunscripciones están divididas en Secciones Electorales.

2. Cada Sección incluye un máximo de dos mil electores y un mínimo de quinientos. Cada término municipal

cuenta al menos con una Sección.

3. Ninguna Sección comprende áreas pertenecientes a distintos términos municipales.

4. Los electores de una misma Sección se hallan ordenados en las listas electorales por orden alfabético.

S. En cada Sección hay una Mesa Electoral.

6. No obstante, cuando el número de electores de una sección o la diseminación de la población lo haga

aconsejable, la Delegación Provincial de la oficina del Censo Electoral, a propuesta del Ayuntamiento corres-

pondiente, puede disponer la formación de otras Mesas y distribuir entre ellas el electorado de la Sección. Para

el primer supuesto, el electorado de la selección se distribuye por orden alfabético entre las mesas, que deben

situarse preferentemente en habitaciones separadas dentro de la misma edificación. Para el caso de población

diseminada, la distribución se realiza atendiendo a la menor distancia entre el domicilio del elector y la corres-

pondiente Mesa. En ningún caso el número de electores adscrito a cada Mesa puede ser inferior a doscientos.

Artículo 25

1. La Mesa Electoral está formada por un Presidente y dos Vocales.

2. En el supuesto de concurrencia de elecciones, la Mesa Electoral es común para todas ellas.

Artículo 27

1. Los cargos de Presidente y Vocal de las Mesas Electorales son obligatorios. No pueden ser desempeñados

por quienes se presenten como candidatos.

2. La designación como Presidente y Vocal de las Mesas Electorales debe ser notificada a los interesados en el

plazo de tres días. Con la notificación se entregará a los miembros de las Mesas un manual de instrucciones



sobre sus funciones supervisado por la Junta Electoral Central y aprobado por Acuerdo del Consejo de

Ministros o de los Consejos Ejecutivos de las Comunidades Autónomas.

3. Los designados Presidente y Vocal de las Mesas Electorales disponen de un plazo de siete días para alegar ante la

Junta Electoral de Zona causa justificada y documentada que les impida la aceptación del cargo. La Junta resuelve sin

ulterior recurso en el plazo de cinco días y comunica, en su caso, la sustitución producida al primer suplente. En todo

caso, se considera causa justificada el concurrir la condición de inelegible de acuerdo con lo dispuesto en esta Ley.

4. Si posteriormente cualquiera de los designados estuviera en imposibilidad de acudir al desempeño de su

cargo, debe comunicarlo a la Junta de Zona, al menos setenta y dos horas antes del acto al que debiera

concurrir, aportando las justificaciones pertinentes. Si el impedimento sobreviene después de ese plazo, el

aviso a la Junta habrá de realizarse de manera inmediata y, en todo caso, antes de la hora de constitución de la

Mesa. En tales casos, la Junta comunica la sustitución al correspondiente suplente, si hay tiempo para hacerlo,

y procede a nombrar a otro, si fuera preciso.

5. A efectos de lo establecido en el artículo 101.2 de la presente Ley, las Juntas Electorales de Zona comunica-

rán a los Jueces correspondientes, antes del día de la votación, los datos de identificación de las personas que,

en calidad de titulares y suplentes, formen las Mesas Electorales.

SECCION III

La oficina del Censo Electoral

Artículo 30

1. La oficina del Censo Electoral tiene las siguientes competencias:

a) Coordina el proceso de elaboración del Censo Electoral y con tal fin puede dirigir instrucciones a los Ayunta-

mientos y Consulados, así como a los responsables del Registro Civil y del Registro de Penados y Rebeldes;

b) Supervisa el proceso de elaboración del Censo Electoral y a tal efecto puede inspeccionar los Ayuntamientos

y Consulados;

c) Controla y revisa de oficio las altas y bajas tramitadas por los órganos competentes y elabora un fichero

nacional de electores;

d) Elimina las inscripciones múltiples de un mismo elector que no hayan sido detectadas por los Ayuntamientos

y Consulados, en los términos previstos en el artículo 33;

e) Elabora las listas electorales provisionales y las definitivas, y

f) Resuelve las reclamaciones contra las actuaciones de los órganos que participan en las operaciones censales,

y en particular, las que se plantean por la inclusión o exclusión indebida de una persona en las listas electorales.

Sus resoluciones agotan la vía administrativa.

CAPITULO IV

El censo electoral

SECCION II

La Formación del Censo Electoral

Artículo 38

1. Con los datos consignados en los artículos anteriores, la oficina del Censo Electoral elabora listas provisio-

nales para cada revisión anual y ordena su exposición al público.



2. Las reclamaciones en vía administrativa ante los Ayuntamientos y Consulados deberán estar resueltas antes

del 30 de junio, y en alzada ante las Delegaciones Provinciales de la Oficina del Censo Electoral antes del 15 de

julio, entrando en vigor las listas electorales el 1o. de agosto.

3. En el supuesto de coincidencia del periodo de revisión anual del censo electoral con el de rectificación del

censo en periodo electoral previsto en el artículo 39, los plazos señalados en el párrafo anterior se retrasarán en

la forma que reglamentariamente se determine, de manera que en ningún caso coincidan la exposición anual de

las listas provisionales del censo con las que se realizan en período electoral.

4. Lo dispuesto en el presente articulo no impide posibles alteraciones posteriores como resultado de las

sentencias que resuelvan los recursos contra las decisiones de la Oficina del Censo Electoral.

5. Para tales recursos es de aplicación el procedimiento preferente y sumario previsto en el número 2 del

articulo 53 de la Constitución.

SECCION III

Rectificación del Censo en periodo electoral

Artículo 39

1. Los Ayuntamientos y Consulados están obligados a la exposición de las listas electorales vigentes de sus

respectivos Municipios el quinto día sucesivo a la convocatoria de elecciones.

2. En los ocho días siguientes, los responsables del Registro Civil y del Registro de Penados y Rebeldes

comunican a las Delegaciones Provinciales de la oficina del Censo Electoral cualquier circunstancia que afecte

al derecho de sufragio de los inscritos.

3. Dentro del plazo anterior cualquier persona puede presentar reclamación administrativa ante la Delegación

Provincial de la Oficina del Censo Electoral sobre su inclusión o exclusión en el censo.

4. Esta, en un plazo de tres días, resuelve las reclamaciones presentadas y ordena las rectificaciones pertinentes,

que habrán de ser expuestas al público el decimoséptimo día posterior a la convocatoria. Asimismo, notifica la

resolución adoptada a cada uno de los reclamantes y a los Ayuntamientos y Consulados correspondientes.

Articulo 40

1. Contra las resoluciones de la oficina del Censo Electoral puede interponerse recurso ante el Juez de Primera

Instancia en un plazo de cinco días a partir de su notificación.

2. La Sentencia, que habrá de dictarse en el plazo de cinco días, se notifica al interesado, al Ayuntamiento, al

Consulado y a la Delegación Provincial de la oficina del Censo Electoral. Esta sentencia agota la vía judicial.

CAPITULO VI

Procedimiento electoral

SECCION III

Recurso contra la Proclamación de Candidaturas y Candidatos

Articulo 49

1. A partir de la proclamación, cualquier candidato excluido y los representantes de las candidaturas proclama-

das o cuya proclamación hubiera sido denegada, disponen de un plazo de dos días para interponer recurso



contra los acuerdos de proclamación de las Juntas Electorales, ante el Juzgado de lo contencioso-administrati-

vo. En el mismo acto de interposición debe presentar las alegaciones que estime pertinentes acompañadas de

los elementos de prueba oportunos.

2. El plazo para interponer el recurso previsto en el párrafo anterior discurre a partir de la publicación de los

candidatos proclamados, sin perjuicio de la preceptiva notificación al representante de aquel o aquellos que

hubieran sido excluidos.

3. La resolución judicial, que habrá de dictarse en los dos días siguientes a la interposición del recurso, tiene

carácter firme e inapelable, sin perjuicio del procedimiento de amparo ante el Tribunal Constitucional, a cuyo

efecto, con el recurso regulado en el presente artículo, se entenderá cumplido el requisito establecido en el

artículo 44.1, a), de la Ley orgánica del Tribunal Constitucional.

4. El amparo debe solicitarse en el plazo de dos días y el Tribunal Constitucional debe resolver sobre el mismo

en los tres días siguientes.

SECCION VIII

Encuestas Electorales

Artículo 69

Entre el día de la convocatoria y el de la celebración de cualquier tipo de elecciones se aplica el siguiente

régimen de publicación de encuestas electorales:

1. Los realizadores de todo sondeo o encuesta deben, bajo su responsabilidad, acompañarla de las siguientes

especificaciones, que asimismo deben incluir toda publicación de las mismas:

a) Denominación y domicilio del organismo o entidad, pública o privada o de la persona física que haya

realizado el sondeo, así como de la que haya encargado su realización;

b) Características técnicas del sondeo, que incluyan necesariamente los siguientes extremos: sistema de muestreo,

tamaño de la muestra, margen de error de la misma, nivel de representatividad, procedimiento de selección de

los encuestados y fecha de realización del trabajo de campo, y

c) Texto íntegro de las cuestiones planteadas y número de personas que no han contestado a cada una de ellas.

2. La Junta Electoral Central vela porque los datos e informaciones de los sondeos publicados no contengan falsificacio-

nes, ocultaciones o modificaciones deliberadas, así como por el correcto cumplimiento de las especificaciones a que se

refiere el párrafo anterior y por el respeto a la prohibición establecida en el apartado 7 de este artículo.

3. La Junta Electoral Central puede recabar de quien haya realizado un sondeo o encuesta publicando la información

técnica complementaria que juzgue oportuno a objeto de efectuar las comprobaciones que estime necesarias.

Esta información no puede extenderse al contenido de los datos sobre las cuestiones que, conforme a la

legislación vigente, sean de uso propio de la empresa o su cliente.

4. Los medios informativos que hayan publicado o difundido un sondeo, violando las disposiciones de la

presente Ley, están obligados a publicar y difundir en el plazo de tres días las rectificaciones requeridas por la

Junta Electoral Central, anunciando su procedencia y el motivo de la rectificación, y programándose o

publicándose en los mismos espacios o páginas que la información rectificada.

5. Si el sondeo o encuesta que se pretende modificar se hubiera difundido en una publicación cuya periodici-

dad no permite divulgar la rectificación en los tres días siguientes a su recepción, el director del medio de

comunicación deberá hacerla publicar a su costa indicando esta circunstancia, dentro del plazo indicado, en

otro medio de la misma zona y de similar difusión.



6. Las resoluciones de la Junta Electoral Central sobre materia de encuestas y sondeos son notificadas a los

interesados y publicadas. Pueden ser objeto de recurso ante la Jurisdicción Contencioso Administrativa, en la

forma prevista en su Ley Reguladora y sin que sea preceptivo el recurso previo de reposición.

7. Durante los cinco días anteriores al de la votación queda prohibida la publicación y difusión de sondeos

electorales por cualquier medio de comunicación.

8. En el supuesto de que algún organismo dependiente de las Administraciones Públicas realice en período

electoral encuestas sobre intención devoto, los resultados de las mismas, cuando así lo soliciten, deben ser

puestos en conocimiento de las entidades políticas concurrentes a las elecciones en el ámbito territorial de la

encuesta en el plazo de cuarenta y ocho horas desde la solicitud.

SECCION XIV

Escrutinio de las Mesas Electorales

Artículo 95

1. Terminada la votación, comienza, acto seguido, el escrutinio.

2. El escrutinio es público y no se suspenderá, salvo causas de fuerza mayor, aunque concurran varias

elecciones. El Presidente ordenará la inmediata expulsión de las personas que de cualquier modo entorpezcan

o perturben su desarrollo.

3. En el supuesto de coincidencia de varias elecciones se procede, de acuerdo con el siguiente orden, a escrutar

las papeletas que en cada caso corresponda: primero, las del Parlamento Europeo; después, las del Congreso

de los Diputados; después, las del Senado; después, las de las Entidades locales; después las de la asamblea

Legislativa de la Comunidad Autónoma; después, la de los Consejos o Cabildos Insulares.

4. El escrutinio se realiza extrayendo el Presidente, uno a uno, los sobres de la urna correspondiente y leyendo

en alta voz la denominación de la candidatura o, en su caso, el nombre de los candidatos votados. El Presiden-

te pondrá de manifiesto cada papeleta, una vez leída, a los vocales, interventores y apoderados.

5. Si algún notario en ejercicio de sus funciones, representante de la lista o miembro de alguna candidatura

tuviese dudas sobre el contenido de una papeleta leída por el Presidente, podrá pedirla en el acto para su

examen y deberá concedérsele que la examine.

SECCION XV

Escrutinio General

Artículo 108

1. Concluido el escrutinio, la Junta Electoral extenderá por triplicado un acta de escrutinio de la circunscripción

correspondiente, que contendrá mención expresa del número de electores que haya en las Mesas, según las

listas del censo electoral y las certificaciones censales presentadas, de votantes, de los votos obtenidos por

cada candidatura, de los votos en blanco y de los votos nulos. Finalizada la sesión, se extenderá también un

acta de la misma en la que se harán constar todas las incidencias acaecidas durante el escrutinio. El acta de

sesión y la de escrutinio serán firmadas por el Presidente, los Vocales y el Secretario de la Junta y por los

representantes y apoderados generales de las candidaturas debidamente acreditadas.

2. Los representantes y apoderados de las candidaturas disponen de un plazo de un día para presentar las

reclamaciones y protestas, que sólo podrán referirse a incidencias recogidas en las actas de sesión de las Mesas

Electorales o en el acta de la sesión de escrutinio de la Junta Electoral.



3. La Junta Electoral resuelve por escrito sobre las mismas en el plazo de un día, comunicándolo inmediatamente

a los representantes y apoderados de las candidaturas. Dicha resolución podrá ser recurrida por los representantes

y apoderados generales de las candidaturas ante la propia Junta Electoral en el plazo de un día. Al día siguiente de

haberse interpuesto un recurso, la Junta Electoral remitirá el expediente, con un informe, a la Junta Electoral

Central. La resolución que ordena la remisión se notificará inmediatamente después de su cumplimiento a los

representantes de las candidaturas concurrentes en la circunscripción, emplazándoles para que puedan compare-

cer ante la Junta Electoral Central dentro del día siguiente. La Junta Electoral Central, previa audiencia de las

partes por plazo no superior a dos días, resolverá el recurso dentro del día siguiente, dando traslado de dicha

resolución a las Juntas Electorales competentes para que efectúen la proclamación de electos.

4. Transcurrido el plazo previsto en el párrafo anterior sin que se produzcan reclamaciones o protestas, o

resueltas las mismas por la Junta Electoral Central, las Juntas Electorales competentes procederán, dentro del

día siguiente, a la proclamación de electos, a cuyos efectos se computarán como votos válidos los obtenidos

por cada candidatura más los votos en blanco.

5. El acta de proclamación se extenderá por triplicado y será suscrita por el Presidente y el Secretario de la Junta y

contendrá mención expresa del número de electores que haya en las Secciones, de los votantes, de los votos obtenidos

por cada candidatura, de los votos en blanco, de los votos válidos y de los votos nulos, de los escaños obtenidos por

cada candidatura, así como la relación nominal de los electos. Se reseñarán también las reclamaciones y protestas ante

la Junta Electoral, su resolución, el recurso ante la Junta Electoral Central, si lo hubiere, y su correspondiente resolución.

6. La Junta archivará uno de los tres ejemplares del acta. Remitirá el segundo a la Cámara o Corporación de la

que vayan a formar parte los electos y el tercero a la Junta Electoral Central que, en el período de cuarenta

días, procederá a la publicación en el Boletín Oficial del Estado de los resultados generales y por circunscrip-

ciones, sin perjuicio de los recursos contencioso-electorales contra la proclamación de electos.

7. Se entregarán copias certificadas del acta de escrutinio general a los representantes de las candidaturas que

lo soliciten. Asimismo se expedirán a los electos credenciales de su proclamación. La Junta podrá acordar que

dichas certificaciones y credenciales sean remitidas inmediatamente a los interesados a través del representante

de la candidatura.

8. En el momento de tomar posesión y para adquirir la plena condición de sus cargos, los candidatos electos

deben jurar o prometer acatamiento a la Constitución, así como cumplimentar los demás requisitos previstos

en las leyes o reglamentos respectivos.

SECCION XVI

Contencioso Electoral

Artículo 112

1. El recurso contencioso electoral se interpone ante la Junta Electoral correspondiente dentro de los tres días

siguientes al acto de proclamación de electos y se formaliza en el mismo escrito, en el que se consignan los

hechos, los fundamentos de derecho y la petición que se deduzca.

2. El Tribunal competente para la resolución de los recursos contencioso-electorales que se refieren a las

elecciones generales o al Parlamento Europeo es la Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Supre-

mo. En el supuesto de elecciones autonómicas o locales el Tribunal competente es la Sala de lo Contencioso

Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de la respectiva Comunidad Autónoma.

3. Al día siguiente de su presentación, el Presidente de la Junta ha de remitir a la Sala competente el escrito de

interposición, el expediente electoral y un informe de la Junta en el que se consigne cuanto se estime proceden-

te como fundamento del acuerdo impugnado. La resolución que ordena la remisión se notificará, inmediata-

mente después de su cumplimiento, a los representantes de las candidaturas concurrentes en la circunscrip-

ción, emplazándoles para que puedan comparecer ante la Sala dentro de los días siguientes.



4. La Sala, al día siguiente de la finalización del término para la comparecencia de los interesados, dará traslado

del escrito de interposición y de los documentos que lo acompañen al Ministerio Fiscal y a las partes que se

hubieran personado en el proceso, poniéndoles de manifiesto el expediente electoral y el informe de la Junta

Electoral, para que en el plazo común e improrrogable de cuatro días puedan formular las alegaciones que

estimen convenientes. A los escritos de alegaciones se pueden acompañar los documentos que, a su juicio,

puedan servir para apoyar o desvirtuar los fundamentos de la impugnación. Asimismo, se puede solicitar el

recibimiento a prueba y proponer aquellas que se consideren oportunas.

5. Transcurrido el período de alegaciones, la Sala, dentro del día siguiente, podrá acordar de oficio o a

instancia de parte el recibimiento a prueba y la práctica de las que declare pertinentes. La fase probatoria se

desarrollará con arreglo a las normas establecidas para el proceso contencioso administrativo, si bien el plazo

no podrá exceder de cinco días.

Articulo 113

1. Concluido el periodo probatorio, en su caso, la Sala, sin más trámite, dictará Sentencia en el plazo de cuatro días.

2. La Sentencia habrá de pronunciar alguno de los fallos siguientes:

a) Inadmisibilidad del recurso.

b) Validez de la elección y de la proclamación de electos, con expresión, en su caso, de la lista más votada.

c) Nulidad del acuerdo de proclamación de uno o varios electos y proclamación como tal de aquel o aquellos a

quienes corresponda.

d) Nulidad de la elección celebrada en aquella o aquellas Mesas que resulten afectadas por irregularidades

invalidantes y necesidad de efectuar nueva convocatoria en las mismas, que podrá limitarse al acto de la

votación, o de proceder a una nueva elección cuando se trate del Presidente de una Corporación Local, en

todo caso en el plazo de tres meses a partir de la sentencia. No obstante, la invalidez de la votación en una o

varias Mesas o en una o varias Secciones no comportará nueva convocatoria electoral en las mismas cuando

su resultado no altere la atribución de escaños en la circunscripción,

Articulo 114

1. La Sentencia se notifica a los interesados no más tarde del día trigésimo séptimo posterior a las elecciones.

2. Contra la misma no procede recurso contencioso alguno, ordinario ni extraordinario, salvo el de aclaración,

y sin perjuicio del recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional. El amparo debe solicitarse en el plazo de

tres días y el Tribunal Constitucional debe resolver sobre el mismo en los quince días siguientes.

TITULO VI

Disposiciones especiales para las Elecciones al Parlamento Europeo

CAPITULO V

Procedimiento Electoral Escrutinio General

SECCION IV

Escrutinio General

Artículo 223

1. A los efectos previstos en los artículos 103, 104, 105, 106 y 107 las Juntas Electorales competentes son las

Juntas Electorales Provinciales.



2. Concluido el escrutinio, los representantes y apoderados de las candidaturas disponen de un plazo de dos

días para presentar las reclamaciones y protestas que consideren oportunas, que habrán de ser resueltas por las

Juntas Electorales Provinciales en los dos días siguientes.

3. Realizadas las operaciones anteriores, las Juntas Electorales Provinciales remitirán a la Junta Electoral

Central, no más tarde del decimoquinto día posterior a las elecciones, certificación suscrita por los Presidentes

y Secretarios de las Juntas de los resultados de la elección en la provincia, en las que se contendrá mención

expresa del número de electores, de votos válidos, de los votos nulos, de los votos en blanco y de los obtenidos

por cada candidatura.

 


